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AUTO 

 En Madrid, a 27 de enero de 2014.  
 
 Dada cuenta, por recibido el anterior informe remitido por el representante del 
Ministerio Fiscal número 383, únase y visto su contenido, 
 

HECHOS 
 
 PRIMERO.- En fecha 17 de enero de 2014 tiene entrada en éste Juzgado Central 
informe XL de UDEF, en virtud del cual se solicita: “(…) Con el objeto de asegurar las 
responsabilidades pecuniarias que pudieran derivarse se solicita que, si a bien lo tiene, se 
libre el correspondiente requerimiento dirigido al Registro de la Propiedad Nº 3 de 
Talavera de la Reina (Toledo), para que sobre la finca nº 52.319/11, 52.319/37 y 52.328 
todas titularidad de CAUDDAL EUROCENTRO SL se realice sobre las mismas una 
ANOTACIÓN DE PROHIBICIÓN DE ENAJENACIÓN, DISPOSICIÓN Y GRAVÁMEN”. 
 
 SEGUNDO.- Conferido traslado al representante del ministerio fiscal, el mismo emite 
informe nº 383, del tenor literal siguiente: 
 
 “EL FISCAL, en las D.P. 112/2011 de este Juzgado, evacuando el trámite acordado 
en la Providencia de 17 de enero de 2014 por medio del presente escrito comparece y 
DICE: 
 
 Que de acuerdo con la información proporcionada por la Policía Judicial (Unidad de 
Delincuencia Económica y Fiscal) en su informe de fecha 17/1/2014 (nº 4114) interesa se 
acuerde a la mayor brevedad el embargo y la prohibición de disponer de las fincas nº 
52.319/11 (trastero), nº 52.319/37 (plaza de garaje) y nº 52.328 (vivienda) inscritas en el 
Registro de la Propiedad nº 3 de Talavera de la Reina a nombre de CAUDDAL 
EUROCENTRO, SL, sociedad que según todos los indicios pertenece al denominado 
Grupo Nueva Rumasa a fin de afectarlas, en su caso, a las eventuales responsabilidades 
que se puedan declarar en esta causa.” 
 

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS  
 
PRIMERO.- En mérito a lo hasta ahora instruido, los hechos objeto de 

investigación en la presente causa, sin perjuicio de ulterior concreción, revelan en forma 



    

 

indiciaria la presunta comisión de un delito continuado de estafa de especial gravedad 
atendiendo el valor de la defraudación de los artículos 248, 249, 250-1º, 4º, 5º y 6º y 74 del 
Código Penal, (sin poder descartarse al presente estadio la calificación alternativa como 
delito continuado de apropiación indebida de especial gravedad de los artículos 252 y 
correlativos CP); así como de uno o varios delitos societarios de los arts. 295 CP (delito de 
administración fraudulenta o desleal), de un delito de insolvencia punible del art. 257 CP, 
de un delito contra el mercado y los consumidores del art. 282 CP, así como eventualmente 
de uno o varios delitos contra la Hacienda Pública del art. 305 CP, y de blanqueo de 
capitales de los arts. 301 a 304 CP,  en los cuáles ostentarían diversa participación y 
responsabilidad los distintos investigados (a saber, los inicialmente querellados Zoilo Ruiz 
Mateos Rivero, María Teresa Rivero Sánchez-Romate, Pablo Ruiz Mateos Rivero, Álvaro 
Ruiz Mateos Rivero, Francisco Javier Ruiz Mateos Rivero, José María Ruiz Mateos Rivero, 
Alfonso Ruiz Mateos Rivero, José María Ruiz Mateos y Jiménez de Tejada y Zoilo Pazos 
Jiménez, así como los posteriormente querellados Alfonso Barón Rivero, Ángel de Cabo 
Sanz, Fernando Lavernia Sanchiz e Iván Losada Castell) en el sentido previamente 
concretado en los respectivos autos de admisión a trámite de las querellas y denuncias 
interpuestas por los distintos perjudicados que han sido dictados en la causa (pieza 
principal). 

 Se infiere así que la actividad presuntamente delictiva investigada puede calificarse de 
grave, tanto en atención a la penalidad de las conductas investigadas, como desde el punto 
de vista de la trascendencia social de las mismas, atendido el número de perjudicados sobre 
quienes se pudieran proyectar los efectos de la acción presuntamente delictiva investigada, 
y que se situarían, en atención a los datos recabados hasta el presente estadio procesal, en 
número superior a las 4.000 personas que figurarían como inversores o pasivistas de los 
pagarés y demás instrumentos financieros empleados por los denunciados para la captación 
de ahorro privado, a través de las operaciones investigadas, con un perjuicio patrimonial 
total superior a los 300 millones de euros. Habiéndose igualmente detectado, a través de los 
testimonios y documentación recabados en el marco de la presente Pieza separada, la 
posible existencia de un elevado número de inversiones verificadas entre el 4.02.08 y el 
17.12.09, presuntamente llevadas a cabo con dinero entregado en efectivo o “en B”, y por 
lo tanto no declaradas debidamente ante la Hacienda Pública, recogiendo la investigación 
policial un total de 716 nombres de diferentes “clientes” o inversores, y un montante total 
de efectivo líquido invertido por este concepto que ascendería a los 146.636.618,54 euros. 

 SEGUNDO.- Como ya se acordó previamente por autos de fechas 3.06.11, 27.09.11 y 
17.11.11, una de las finalidades intrínsecas a la presente instrucción debe ser el 
aseguramiento de las responsabilidades pecuniarias que pudieren decretarse en la causa, en 
cumplimiento de lo dispuesto en los arts. 13, 589 y 764 y concordantes de la LECrim, 
debiendo a tal efecto concurrir los elementos necesarios (fumus boni iuris y periculum in 
moram) inherentes a toda medida cautelar. 

 Así, verificándose en grado de seria probabilidad la participación de los imputados en 
los ilícitos penales a que se ha hecho referencia, y desprendiéndose de la investigación 
policial, testimonios y documentación recabados en la presente pieza separada la 
presunción acerca de la titularidad o el disfrute real por parte de alguno de los imputados y 
querellados de determinado patrimonio mobiliario e inmobiliario, quienes podrían estar 
detentando determinados bienes mediante la interposición de sociedades identificadas en 
algunos casos como “personales” o “familiares”, y toda vez que hasta la fecha no han sido 
atendidos los requerimientos de fianza que fueron acordados por auto de 27.09.11 por 
término de diez días, fijándose provisionalmente la responsabilidad pecuniaria que pudiere 
alcanzar a los querellados en la presente causa en la cifra de 30 millones de euros, sin 



    

 

perjuicio de ulterior ampliación, resulta procedente, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos de la LECrim previamente citados, atender a las diligencias de embargo 
preventivo y prohibición de disponer y requerimientos peticionados por el Ministerio Fiscal 
en su informe, en el sentido que se concretará en la Parte Dispositiva de la presente 
resolución.  

 Al respecto, en lo que afecta al embargo preventivo y prohibición de disponer de los 
inmuebles peticionados, la procedencia de la medida en los términos interesados por el 
Ministerio Fiscal se revela como idónea, necesaria y proporcional al presente estadio 
procesal, y ello pese a que la determinación de la persona titular de los mismos no coincida 
necesariamente con los querellados, toda vez que de acuerdo con la información y 
documentación obrante en la presente Pieza separada, existen indicios suficientes de que 
los bienes inmuebles que se relacionarán figuran formalmente a nombre de sociedades 
vinculadas al denominado “Grupo Nueva Rumasa”, y estarían siendo disfrutado por los 
querellados, como mecanismo para ocultar la verdadera o real titularidad y así prevenir la 
efectividad de medidas cautelares como la que aquí se acuerda. 

 En este sentido el art. 20 de la Ley Hipotecaria establece: “En los procedimientos 
criminales podrá tomarse anotación de embargo preventivo o de prohibición de disponer 
de los bienes, como medida cautelar, cuando a juicio del juez o tribunal existan indicios 
racionales de que el verdadero titular de los mismos es el imputado, haciéndolo constar así 
en el mandamiento”, por lo que en atención a lo previamente razonado, procederá incluir 
tal mención en los oportunos mandamientos a expedir en mérito a lo acordado en la 
presente resolución, ello sin perjuicio de lo que ulteriormente pudiere acreditarse por 
terceros de buena fe. 

Vistos los arts. citados y demás de general y pertinente aplicación, 

PARTE DISPOSITIVA 
 

 SE DECRETA EL EMBARGO Y PROHIBICIÓN DE DISPONER de los 
siguientes inmuebles a fin de afectarlos a las eventuales responsabilidades pecuniarias que 
puedan derivar de la presente causa, en los términos indicados en el art. 20 LH, lo que se hará 
constar en los oportunos mandamientos: 

 
Finca nº Registro de la Propiedad Titular 
52.319/11 
(trastero) 

Talavera de la Reina nº 3 
Toledo 

CAUDDAL EUROCENTRO SL 

52.319/37 
(garaje) 

Talavera de la Reina nº 3 
Toledo 

CAUDDAL EUROCENTRO SL 

52.328 
(vivienda) 

Talavera de la Reina nº 3 
Toledo 

CAUDDAL EUROCENTRO SL 

 
 A tal fin líbrense los oportunos mandamientos por duplicado a los Registros de la 
Propiedad indicados, al objeto de que se inscriba EL EMBARGO y LA PROHIBICIÓN 
ABSOLUTA DE DISPONER, VENDER, GRAVAR, OBLIGAR O ENAJENAR LOS 
BIENES de los que fueren titulares las personas que se relacionan, por sí o por persona 
interpuesta, de conformidad con lo establecido en el párrafo final del artículo 20 de la Ley 
Hipotecaria, texto refundido aprobado por Decreto de 8 de febrero de 1946, modificado por 
Ley Orgánica 1/2003 de 25 de noviembre que modifica el Código Penal 10/1995 de 23 de 
noviembre del Código Penal que establece que en los procedimientos criminales podrá 



    

 

tomarse la anotación de embargo preventivo indicado cuando a juicio del Juez o Tribunal 
existan indicios racionales de que el verdadero titular de los mismos es el imputado; lo que 
se hará constar en los mandamientos. 
   
 Tales medidas cautelares han sido acordadas para responder de eventuales 
responsabilidades civiles y pecuniarias derivadas de esta causa cuyo importe todavía está 
por determinar. Al día de la fecha se encuentran personados en las actuaciones como 
presuntos perjudicados diversos tenedores de pagarés impagados que han sido emitidos por 
al menos 13 entidades del denominado “Grupo Nueva Rumasa”. El importe total de los 
títulos pendientes de pago es de más de 289 millones de euros, por lo que dicha cantidad 
debe ser tenida en cuenta a los efectos de fijar responsabilidad a la que deben quedar 
afectas las fincas. 
 
 Notifíquese  esta resolución al Ministerio Fiscal,  previniéndoles que contra la misma 
podrá interponer, ante este Juzgado Central, RECURSO DE REFORMA en el plazo de 
TRES DIAS.  
 

Así lo acuerda, manda y firma D. PABLO RAFAEL RUZ GUTIERREZ, 
MAGISTRADO-JUEZ del Juzgado Central de Instrucción Nº 5  de MADRID. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 DILIGENCIA .- Seguidamente se cumple lo acordado; doy fe.  


